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Resumen 
La autora ofrece un análisis de la Ley 408-2000, conocida como 

la Ley de Salud Mental de Puerto Rico, con un enfoque particular en su 
Artículo 13.02 y su impacto en la garantía de derechos para personas 
con consumo problemático de sustancias. A través del enfoque basado 
en derechos humanos (EBDH), se examinan las tensiones entre el 
marco legal y las prácticas institucionales vigentes, evidenciando cómo 
disposiciones legales que privilegian las “prácticas históricas” de algu-
nas organizaciones pueden perpetuar violaciones a derechos. Se apli-
can los principios del EBDH (participación, rendición de cuentas, no 
discriminación e igualdad) para analizar el diseño e implementación de 
la política pública. En el análisis, se muestra la ausencia de mecanismos 
explícitos de participación de las personas con consumo problemático 
de sustancias, limitaciones en los procesos de rendición de cuentas y 
supervisión del Estado, así como barreras que pueden reproducir situa-
ciones de discriminación y exclusión en el acceso a los servicios. Se con-
cluye que el Artículo 13.02 presenta tensiones con los principios del 
EBDH, lo que dificulta la consolidación de una política pública plena-
mente alineada con los derechos humanos. Desde el Trabajo Social, se 
reafirma la importancia de incidir en la política social como parte de un 
compromiso ético-político con la defensa de los derechos humanos y la 
transformación estructural del País. 

 
Palabras claves: derechos humanos; salud mental; consumo problemá-
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Abstract 

The author examines Puerto Rico's Mental Health Act (Law 408-
2000), with particular emphasis on Article 13.02 and its implications for 

  Jennifer Montalvo García 

 
[ES] 

 
 

[EN] 

 
La salud mental como derecho humano: Análisis crítico del marco legal para la aten-
ción al consumo problemático de sustancias en el contexto de Puerto Rico 
 
Mental Health as a Human Right: A Critical Analysis of the Legal Framework for 
Addressing Problematic Substance Use in the Puerto Rican Context 
 

VOCES DESDE EL TRABAJO SOCIAL, 2026 
Vol. 14 ½Núm. 1 ½151-165 
www.revistavocests.org  
        DOI: 10.31919/voces.v14i1.367 

ARTÍCULO DE REVISIÓN/REVIEW ARTICLE 
 

Jennifer Montalvo García|La salud mental como derecho humano: Análisis crítico del marco legal para la atención al consumo  
problemático de sustancias en el contexto de Puerto Rico 



 152 

Montalvo García, J. 
(2026). Este es un 
artículo de acceso 
abierto y distribuido 
bajo los términos de la 
licencia y políticas de 
Creative Commons 
Attribution 4.0 
International License. 

protecting the rights of individuals with problematic substance use. Us-
ing a Human Rights-Based Approach (HRBA), the article analyzes the 
tensions between the legal framework and prevailing institutional prac-
tices, demonstrating how legal provisions that privilege the “historical 
practices” of certain organizations may perpetuate violations of funda-
mental rights. The analysis applies the core HRBA principles of partici-
pation, accountability, non-discrimination, and equality to examine the 
design and implementation of public policy. The findings reveal the ab-
sence of explicit mechanisms for the participation of individuals with 
problematic substance use, limitations in the State's accountability and 
oversight processes, and barriers that may perpetuate discrimination 
and exclusion in access to services. The article concludes that Article 
13.02 creates tensions with the principles of the HRBA, thereby hinder-
ing the development of public policy fully aligned with human rights. 
From a Social Work perspective, the article reaffirms the importance of 
influencing social policy as part of the profession's ethical and political 
commitment to the protection of human rights and the structural trans-
formation of society. 

 
Keywords: human rights; mental health; problematic substance use 
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Introducción 

En el presente escrito, se analiza críticamente la Ley 408-2000, según enmendada, conocida 
como la Ley de Salud Mental de Puerto Rico, marco legal que regula la prestación de servicios 
dirigidos a personas con condiciones de salud mental y trastornos relacionados con el consumo de 
sustancias (TUS). En el contexto puertorriqueño, el consumo problemático de sustancias ha estado 
históricamente atravesado por políticas prohibicionistas, la negación de la salud como derecho hu-
mano y la reproducción de desigualdades sociales que impactan de manera desproporcionada a 
personas empobrecidas y racializadas, reforzando estigmas y respuestas institucionales punitivas 
(Rivera Díaz & Arroyo Sánchez, 2021). Lejos de constituir un fenómeno estrictamente individual, 
la literatura identifica que los factores estructurales como la inestabilidad en la vivienda, la discri-
minación, la vulnerabilidad social, el trauma, el desempleo y los estresores relacionados con la 
identidad de género inciden en el desarrollo de TUS (Hart, 2021; Lin et al., 2024; Zhang et al., 2025).  
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Ante este panorama, surge la interrogante sobre 
en qué medida el Estado logra garantizar los de-
rechos humanos de las personas con consumo 
problemático de sustancias.  
Descripción del problema 

A través de la Ley 408-2000, se reconoce el 
derecho a recibir servicios de prevención, trata-
miento y recuperación, e incluye garantías para 
personas privadas de libertad y aquellas institu-
cionalizadas. No obstante, persisten contradic-
ciones entre el discurso legal y la práctica, parti-
cularmente a partir del Artículo 13.02, que esta-
blece: “Disponiéndose, que dichas organizacio-
nes continuarán brindando sus servicios comu-
nitarios, según su práctica histórica, tradicional 
y ordinaria, y siempre sujetas a los preceptos de 
la Constitución y Leyes del Estado Libre Aso-
ciado de Puerto Rico” (Ley de Salud Mental de 
Puerto Rico, 2000). Esta situación ha sido seña-
lada por organizaciones comunitarias y defenso-
res de derechos humanos como una disposición 
que posibilita la prestación de servicios sin ga-
rantías claras de cumplimiento con las mejores 
prácticas ni con los estándares estatales, federa-
les e internacionales. 

Si bien la disposición no ordena explícita-
mente prácticas violatorias, su efecto normativo 
propende a eximir a estas organizaciones de los 
estándares de licenciamiento y protocolos infor-
mados en evidencia que la propia Ley 408-2000 
exige. Con el informe de Upegui-Hernández y 
Torruella (2015), se documentaron, mediante el 
testimonio de participantes de programas, prác-
ticas de humillación, castigo físico, abstinencia 

forzada sin supervisión médica y trabajo no re-
munerado en centros de tratamiento residencia-
les, muchos de los cuales operan amparados en 
el Artículo 13.02. Estas prácticas vulneran dere-
chos fundamentales y, además, representan un 
obstáculo para la promoción de servicios infor-
mados por evidencia y accesibles para la pobla-
ción. Más allá de las prácticas documentadas en 
estos centros de tratamiento, las limitaciones del 
sistema también se reflejan en la disponibilidad 
y el acceso a servicios para las personas con TUS.  

Las consecuencias de este escenario se mani-
fiestan de forma asimétrica en poblaciones en si-
tuación de vulneración. Con el Need Assessment 
Study of Mental Health and Substance Use Disorders 
and Service Utilization among Adult Population of 
Puerto Rico, se reveló que el 11.5% de la pobla-
ción entre 15 y 64 años cumple con criterios para 
un TUS, y que un 67.4% de estas personas no ha-
bían recibido tratamiento alguno (Canino et al., 
2016). Además, con el informe del Conteo de 
Personas sin Hogar 2024, se mencionó que el 32.6 
% de las personas sin hogar entrevistadas repor-
taron que la principal causa de estar sin hogar 
era el uso de drogas o alcohol. También, el 4.9% 
presenta diagnóstico positivo al VIH (Departa-
mento de la Familia & Coordinadora Moriviví, 
2024). A esto se suma que el 73% de la población 
privada de libertad presenta historial de TUS; 
sin embargo, solo el 27.5% había recibido trata-
miento antes de su ingreso, y un 8% comenzó a 
consumir dentro del sistema penal (Departa-
mento de Corrección y Rehabilitación, 2019).  
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 A su vez, la Comisión de Derechos Civiles 
de Puerto Rico (2024), basada en los datos del 
Departamento de Corrección y Rehabilitación, 
informó que entre los años 2022 y 2024 se regis-
traron 51 muertes por fentanilo en instituciones 
penales. En conjunto, estas estadísticas eviden-
cian que las personas con consumo problemático 
de sustancias enfrentan múltiples barreras para 
el ejercicio efectivo de su derecho a la salud.  
Contexto sociopolítico  

Debido a la tensión descrita, se presenta una 
revisión documental de instrumentos interna-
cionales de derechos humanos y políticas socia-
les en los ámbitos nacional (Puerto Rico) y fede-
ral, con el fin de sustentar un análisis crítico del 
marco legal vigente. 
Instrumentos internacionales y regionales de 
derechos humanos 

● Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC), Art. 12: 
Derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud física y mental. Este derecho incluye el ac-
ceso a servicios de salud de calidad, seguros y 
culturalmente adecuados (Organización de las 
Naciones Unidas, 1966). El PIDESC fue firmado 
por Estados Unidos en 1977, pero no ha sido ra-
tificado. 

● Directrices internacionales sobre dere-
chos humanos y política de drogas: Se ofrece un 
marco normativo que orienta a los Estados en la 
implementación de políticas en materia de dro-
gas en cumplimiento con las obligaciones de de-
rechos humanos. Tiene como propósito servir 

como herramienta para legisladores, jueces, fun-
cionarios, organizaciones de la sociedad civil y 
comunidades afectadas, promoviendo prácticas 
legales, sanitarias y sociales que respeten los de-
rechos fundamentales (International Centre on 
Human Rights and Drug Policy, United Nations 
Human Rights, UNAIDS, World Health 
Organization y United Nations Development 
Programme [HRDP, UNHCR, UNAIDS, WHO y 
UNDP], 2019).  

● Normas internacionales para el trata-
miento de los trastornos por consumo de sustan-
cias: Se exige que los servicios relacionados al 
uso de sustancias sean voluntarios, basados en 
evidencia, libres de coerción, y respetuosos de la 
dignidad humana. También, se hace énfasis en 
brindar atención a necesidades específicas a po-
blaciones como: mujeres, niñez y juventud, per-
sonas sexo-diversas, personas que interactúan 
con el sistema de justicia, personas sin hogar y 
personas con diversidad funcional (Organiza-
cional Mundial de la Salud & Oficina Contra la 
Droga y el Delito [OMS & UNODC], 2020).  
Políticas sociales en el ámbito nacional 

● Artículo II, Sección 1, Constitución de 
Puerto Rico: Prima la dignidad del ser humano 
y se garantiza que todas las personas reciban un 
trato igualitario ante la ley, sin que exista discri-
minación alguna por razón de raza, color, sexo, 
origen, condición social, nacimiento o creencias 
políticas o religiosas (Constitución del Estado Li-
bre Asociado de Puerto Rico, art. II, § 1, 1952). 
Cabe destacar que, como parte del proceso de co-
lonización ejercido por la metrópoli, se produjo 
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una injerencia directa en los asuntos políticos del 
país, al punto de eliminar la Sección 20 de la 
Constitución, la cual reconocía el derecho a la sa-
lud junto a otros derechos humanos (Collado, 
2019).  

● Ley de Salud Mental de Puerto Rico: Se 
establece el marco legal para la provisión de ser-
vicios de prevención, tratamiento, recuperación 
y rehabilitación en salud mental, incluyendo los 
TUS (Ley de Salud Mental de Puerto Rico, 2000).  

● La Ley 67-1993, conocida como la Ley de 
la Administración de Servicios de Salud Mental 
y Contra la Adicción (ASSMCA): Se establece la 
creación de la agencia gubernamental como en-
tidad adscrita al Departamento de Salud, res-
ponsable de los programas relacionados con sa-
lud mental y TUS. Con esta ley, se centralizan 
funciones para promover una atención desde 
una perspectiva biopsicosocial, y otorga a la ad-
ministración poderes de licenciamiento, fiscali-
zación y coordinación de servicios, tanto públi-
cos como privados (Ley de la Administración de 
Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción, 
1993). 

● Ley Núm. 235-2015, Ley del Consejo 
Multisectorial del Sistema de Salud de Puerto 
Rico: Se crea el Consejo Multisectorial, adscrito 
al Recinto de Ciencias Médicas de la Universi-
dad de Puerto Rico, con el propósito de reco-
mendar un modelo de prestación y financia-
miento de los servicios de salud. La ley reconoce 
la salud como un derecho humano, promueve la 
reducción de las desigualdades en salud y esta-

blece como principio la integración de los servi-
cios de salud mental, uso de sustancias y salud 
general mediante un modelo participativo y 
transparente (Ley del Consejo Multisectorial del 
Sistema de Salud de Puerto Rico, 2015). 
Políticas sociales en el ámbito federal 

● Estelle v. Gamble (1976): La Corte Su-
prema de los Estados Unidos determinó que la 
indiferencia deliberada ante las necesidades mé-
dicas graves de personas bajo custodia estatal 
constituye una violación de la Octava Enmienda, 
incluyendo a aquellas con condiciones de salud 
mental o consumo problemático de sustancias. 

● 42 CFR Part 8 Medication-assisted 
treatment for opioid use disorders: La normativa es 
efectiva desde el 2 de octubre de 2024. Esta re-
forma representa un avance histórico en la am-
pliación del acceso a medicamento para el tras-
torno por consumo de opioides (MOUD por sus 
siglas en inglés) respaldados por la evidencia 
científica para atender los trastornos por con-
sumo de opioides (TUO), al tiempo que buscan 
fortalecer la continuidad del cuidado mediante 
enfoques compasivos y centrados en las necesi-
dades de la persona (U.S. Department of Health 
and Human Services, 2023). 
Derechos humanos desde la perspectiva del 
trabajo social 

Los derechos humanos (DD. HH.) se confi-
guran como principios universales que recono-
cen la dignidad inherente de todas las personas, 
sin discriminación por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, identidad de género, origen o clase 
social, entre otros (Oficina del Alto Comisionado 
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de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos [OACDH], 2006). Se constituyen como 
normas jurídicas, institucionales y como parte de 
diversos instrumentos orientados a la protec-
ción, defensa y ampliación de estos derechos, 
con el fin de prevenir violaciones tanto indivi-
duales como colectivas hacia las personas sujetas 
de derechos (Evangelista & Sebastián Zepeda, 
2024; OACDH, 2006). 

El enfoque basado en derechos humanos 
(EBDH) es una herramienta que permite aproxi-
marse a problemas sociales complejos a través 
de una guía que articula la tríada episteme-teo-
ría-práctica. Tiene el potencial de fortalecer el 
quehacer profesional orientado a la transforma-
ción social mediante acciones dirigidas a des-
mantelar las desigualdades sociales y económi-
cas que afectan a las personas (Evangelista & Se-
bastián Zepeda, 2024). Los derechos humanos 
son universales, interdependientes e indivisi-
bles; por tanto, este enfoque no jerarquiza dere-
chos, ya que la afectación de uno impacta direc-
tamente la posibilidad de ejercer plenamente los 
demás (Rivera Díaz & Arroyo-Sánchez, 2021). 

Con el artículo 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se 
reconoce el derecho de toda persona al disfrute 
del más alto nivel posible de salud física y men-
tal, lo que implica obligaciones concretas para 
los Estados Parte en cuanto a prevención, trata-
miento y asistencia médica (Organización de las 
Naciones Unidas, 1966). Sin embargo, EE. UU. 
no ha ratificado el Pacto, lo cual limita su com-

promiso jurídico con la plena garantía de los de-
rechos reconocidos en el instrumento (OACDH, 
2025). Aunque esta restricción puede tener con-
secuencias nefastas durante la coyuntura social 
y política actual debido a la administración de 
Donald Trump, no debe utilizarse como subter-
fugio para eludir la obligatoriedad del cumpli-
miento de los derechos humanos. 

Conforme a las Directrices Internacionales 
sobre Derechos Humanos y Política de Drogas, 
se establecen que toda política en materia de 
drogas debe fundamentarse en cinco principios: 
los derechos humanos se derivan de la dignidad 
inherente de toda persona; los derechos son uni-
versales, interdependientes e indivisibles; toda 
persona tiene derecho a la igualdad y a no ser 
discriminada por su situación de consumo de 
sustancias; el derecho a participar en el diseño, 
implementación y evaluación de políticas y 
prácticas sobre drogas; y la obligación del Estado 
de rendir cuentas sobre el cumplimiento de sus 
compromisos en materia de derechos humanos 
(HRDP, UNHCR, UNAIDS, WHO & UNDP, 
2019). También, con estas directrices se subraya 
que la reducción de daños y el acceso a trata-
mientos basados en evidencia e informados por 
la evidencia no deben entenderse como conce-
siones, sino como obligaciones jurídicas que los 
Estados deben garantizar en el marco de sus 
compromisos internacionales. 
Implementación del modelo de análisis de de-
rechos humanos 

Mediante el análisis de política social se pro-
vee herramientas para promover cambios hacia 
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una sociedad más justa y equitativa (Gatenio-
Gabel, 2016, 2024). Para este trabajo, se utilizó 
como marco el EBDH, con el propósito de anali-
zar de qué manera el Estado, mediante la Ley 
408-2000, según enmendada, respeta y garantiza 
los derechos de las personas con consumo pro-
blemático de sustancias. Específicamente, se exa-
minó el Artículo 13.02 del Capítulo XIII Trata-
mientos Relacionados al Abuso y Dependencia 
de Sustancias Controladas o Alcohol de dicha 
ley. La aplicación del EBDH se sustenta en los 
principios de participación, rendición de cuentas 
(accountability), no discriminación e igualdad, 
conocidos como el enfoque P.A.N.E. (Gatenio-
Gabel, 2016).  
Principio de participación 

Con el principio de participación (ver Tabla 
1), se reconoce el derecho de las personas a inci-
dir en las decisiones que afectan su vida, inclu-
yendo el diseño, implementación y evaluación 
de políticas públicas (Gatenio-Gabel, 2016). La 
Ley 408-2000 no establece mecanismos explícitos 

que garanticen la participación de las personas 
con consumo problemático de sustancias en los 
procesos de formulación, implementación y eva-
luación de políticas públicas. Esta omisión limita 
la posibilidad de que quienes viven estas reali-
dades incidan en las decisiones que les afectan 
directamente. La participación sustantiva o de 
conquista, como planteó Torres (2024), exige el 
ejercicio pleno de la praxis en el diseño de polí-
ticas y programas sociales, superando una lógica 
centrada únicamente en metas y objetivos. Asi-
mismo, aunque en la exposición de motivos de 
la Ley 408-2000 se reconoció la importancia de 
incluir a personas con historial de TUS, lo arti-
cula desde un lenguaje cargado de moralismo y 
estigmatización: “Apoyamos también la labor 
monumental de los exadictos reeducados y reha-
bilitados que, siguiendo el faro rector de su com-
promiso con la erradicación del mal social que 
supone el abuso de sustancias controladas y al-
cohol” (Ley de Salud Mental de Puerto Rico, 
2000). Con esta narrativa, no solo se reduce la  

 
Tabla 1 
Participación de los sujetos durante el proceso 

Preguntas Respuesta en el marco del EBDH 
1. ¿Cómo partici-

pan los titulares 
de derechos? 

El artículo no contempla mecanismos explícitos de participación. Las 
personas con TUS no inciden en el diseño y/o evaluación de las políti-
cas y servicios brindados por organizaciones comunitarias.  

2. ¿En qué formas 
se excluyen las 
voces del pro-
ceso? 

Se priorizan las prácticas ordinarias de las organizaciones comunita-
rias por encima de los derechos constitutivos de la Ley 408-2000 y re-
gulaciones federales como el 42 CFR parte 8. Desde la perspectiva de 
DD. HH. no se contempla de manera explícita la inclusión de políticas 
diferenciadas que integre las experiencias particulares de mujeres, per-
sonas LGBTIQ+, personas sin hogar y personas privadas de libertad.  
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experiencia del consumo a un asunto de índole 
individual, sino que reproduce epistemologías 
dominantes centradas en la patologización y la 
moralización del sujeto consumidor. 
Principio de rendición de cuentas (accountabi-
lity) 

El principio de rendición de cuentas (ver Ta-
bla 2) requiere que el Estado establezca sistemas 
de regulación, monitoreo y evaluación para ga-
rantizar que las políticas respeten los derechos 
humanos (Gabel-Gatenio, 2016). En Puerto Rico 
existen diversos mecanismos legales que forma-
lizan la rendición de cuentas como principio de 
gobernanza. Entre ellos, se destaca la Ley 67-
1993, a través de la cual se estableció la respon-
sabilidad de la Administración de Servicios de 
Salud Mental y Contra la Adicción (ASSMCA) 
de licenciar, supervisar y publicar informes so-
bre la prestación de servicios en salud mental y 
uso de sustancias. Por su parte, a través de la Ley 
236-2010, conocida como “Ley de Rendición de 
Cuentas y Ejecución de Programas Guberna-
mentales”, se promovió la fiscalización ciuda-
dana mediante la evaluación del cumplimiento 
de metas institucionales y la ejecución presu-
puestaria de las agencias. Con la Ley 122-2019, 
titulada “Ley de Datos Abiertos del Gobierno de 
Puerto Rico”, se obligó a las entidades guberna-
mentales a publicar datos relevantes en formatos 
accesibles, comprensibles y útiles para la ciuda-
danía. 

No obstante, como señaló Urbalejo Medina 
(2018), la existencia de marcos normativos no ga-

rantiza por sí sola una rendición de cuentas efec-
tiva si no se acompaña de esfuerzos concretos 
para asegurar que la información sea compren-
sible y accesible, y que existan mecanismos 
reales de exigibilidad, particularmente para 
aquellas personas y comunidades que histórica-
mente han sido excluidas de los procesos institu-
cionales. Desde el EBDH, el Estado tiene la obli-
gación no solo de publicar información, sino 
también de garantizar que las personas afecta-
das por políticas sociales puedan acceder, com-
prender e incidir activamente en la fiscalización 
y toma de decisiones sobre los asuntos que les 
afectan. 
Principio de no discriminación e igualdad 

De acuerdo con el principio de no discrimi-
nación e igualdad (ver Tabla 3), se obliga al Es-
tado a remover barreras que impidan el acceso 
equitativo a servicios dignos y culturalmente 
adecuados (Gatenio-Gabel, 2016). Del mismo 
modo, se incorpora el lente interseccional para 
fortalecer el análisis de las políticas sociales. Con 
este acercamiento, se permite comprender cómo 
se imbrican ejes sociales como la raza, el género, 
la orientación sexual, la edad, las capacidades y 
la clase social, evidenciando los sistemas interco-
nectados que estructuran experiencias de opre-
sión y privilegio (Rodó-Zárate, 2021; Tedam, 
2021). 

Los servicios dirigidos a personas con con-
sumo problemático de sustancias enfrentan re-
tos que limitan su accesibilidad, asequibilidad y 
adecuación cultural. Con la fragmentación del 
sistema de salud, vinculada a enfoques que han  
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Tabla 2 
Rendición de cuentas  

 Preguntas Respuesta en el marco del EBDH 
3. ¿Ha legislado el Estado o 

implementado políticas 
para atender el problema? 
 

El Estado ha legislado mediante la Ley 408-2000, sin em-
bargo, el Art. 13.02 debilita su capacidad reguladora al per-
mitir excepciones para organizaciones comunitarias flexibili-
zando el cumplimiento con los derechos de las personas con 
consumos problemáticos de sustancias. 

4. ¿La respuesta del Estado se 
encuentra en curso? 

La respuesta normativa sigue vigente, pero no se ha fortale-
cido ni revisado el Art. 13.02 pese a las denuncias de defen-
sores de derechos humanos sobre los vacíos de carácter regu-
latorio. El 13 enero de 2025, se aprobó la Resolución de la Cá-
mara de Representantes 41 (RC 0041) que ordena a la Comi-
sión de Salud a realizar una investigación amplia sobre la 
implantación de la política pública del sistema de salud, in-
cluyendo servicios de salud mental y TUS. Esto representa 
una oportunidad para visibilizar los retos en el marco legal.  

5. Está disponible la informa-
ción de manera accesible y 
clara? 

La Ley Núm. 236-2010 establece la normativa legal para la 
rendición de cuentas y medidas de desempeño por parte del 
gobierno incluyendo el desarrollo de un plan estratégico. La 
Ley 122-2019 requiere que los datos generados por el go-
bierno deben ser abiertos, accesibles y útiles para la ciudada-
nía. Sin embargo, no se observan registros públicos accesi-
bles en las páginas web oficiales en la Administración de Sa-
lud Mental y Contra la Adicción (ASSMCA) y el Departa-
mento de Salud sobre cuáles organizaciones están operando 
según el Art. 13.02 y su desempeño respecto a la garantía de 
los derechos de las personas con consumos problemáticos de 
sustancias.  

6. ¿Existen mecanismos de 
apelación o reclamo cuando 
se vulneran derechos? 

El Capítulo III inciso (k) dispone el procedimiento de quejas 
y querellas cuando hay violación de derechos.  

 
desplazado una comprensión estructural del 
asunto, se obliga a las personas a transitar entre 
múltiples barreras. Esta situación se ve agravada 
por la insuficiencia de la infraestructura de sa-
lud, las limitaciones en el transporte, las políticas 
de cubierta médica restrictivas, la falta de docu-
mentación requerida para acceder a los servicios 
y las condiciones socioeconómicas que reprodu-
cen desigualdades (Abadie et al., 2021;Harvey et 

al., 2023; Kaltenborn, et al., 2021; Roberti et al., 
2024; Saunt et al., 2025). En la práctica, estas li-
mitaciones también se traducen en experiencias 
de trato punitivo, exclusión y estigma por parte 
de los proveedores de servicios, así como en la 
ausencia de participación en los procesos de re-
cuperación (Carroll et al., 2025; Upegui-Hernán-
dez & Torruella, 2015). 
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Tabla 3  
No discriminación e igualdad 

 Preguntas Respuesta en el marco del EBDH 
7. ¿La política es discrimi-

natoria o socialmente in-
justa? 

Sí. Al permitir que ciertas organizaciones operen mediante el 
Art. 13.02, el gobierno y sus instrumentalidades podrían im-
pactar de manera desproporcionada a personas con TUS, cuyas 
trayectorias, desde un enfoque interseccional, están atravesa-
das por múltiples imbricaciones como el empobrecimiento, la 
racialización, la identidad de género, la orientación sexual, la 
situación de salud mental y el sin hogarismo. 

8. ¿Los beneficios son acce-
sibles, asequibles y cultu-
ralmente adecuados para 
todas las personas? 

En P.R., el 67.4 % de las personas que necesitan tratamiento por 
TUS no lo reciben, lo que puede revelar que los beneficios no 
son plenamente accesibles (Canino et al., 2016). Además, facto-
res como las crisis mundiales, las políticas punitivas, el temor a 
la criminalización y las condiciones estructurales de exclusión 
profundizan las barreras, afectando la asequibilidad, accesibili-
dad y adecuación cultural de los servicios, así como la realiza-
ción efectiva de los derechos humanos (HRDP, UNHCR, 
UNAIDS, WHO y UNDP, 2019; UNODC, 2024). 

9. ¿Se ha prestado atención 
a evitar la exclusión o es-
tigmatización en el di-
seño e implementación? 

La literatura evidencia que mujeres, personas LGBTIQ+, perso-
nas sin hogar o con diagnóstico de VIH/VHC enfrentan exclu-
sión y estigmatización al intentar acceder a servicios de salud 
(HRDP, UNHCR, UNAIDS, WHO y UNDP, 2019; Poole et al., 
2026). A pesar de las directrices que abogan por enfoques cen-
trados en derechos, las políticas vigentes siguen reproduciendo 
modelos punitivos y moralizantes.  

 
Reflexiones finales  

Aplicar el EBDH constituye un compromiso 
con la dignidad humana, la justicia social y la re-
paración de desigualdades históricas, particular-
mente aquellas que atraviesan a personas y co-
munidades impactadas por políticas en materia 
de salud mental que sostienen sistemas de opre-
sión. Este planteamiento responde al compro-
miso ético-político de la profesión del Trabajo 
Social en Puerto Rico, que promueve la defensa 
y exigibilidad de los derechos humanos, la trans-
formación de las estructuras sociales que perpe-

túan la desigualdad, la construcción de ciudada-
nía y la inclusión de los sectores históricamente 
oprimidos (Colegio de Profesionales del Trabajo 
Social de Puerto Rico, 2017). 

A tenor con el análisis presentado, retomo mi 
interés en aproximarme a una respuesta sobre en 
qué medida el Gobierno de Puerto Rico logra ga-
rantizar la realización de los derechos humanos 
en el ámbito del consumo problemático de sus-
tancias. A partir de este abordaje, se demuestra 
que alcanzar el pleno ejercicio de los derechos 
humanos requiere atender las contradicciones 
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del marco jurídico vigente y las condiciones es-
tructurales que continúan limitando el acceso a 
servicios de salud mental y tratamiento para la 
población. Aunque en la Ley 408-2000 se enun-
ciaron principios orientados a la dignidad, dis-
posiciones como el Artículo 13.02 muestra una 
contradicción estructural que socava la posibili-
dad de una política pública garante de los dere-
chos humanos. Las consecuencias de los enfo-
ques punitivos, la falta de participación sustan-
tiva y la ausencia de mecanismos específicos de 
rendición de cuentas limitan el cumplimiento 
del deber estatal de proteger a los sujetos en si-
tuación de vulneración. 

Sin embargo, la viabilidad y sostenibilidad 
de estas transformaciones también se encuen-
tran condicionadas por el contexto fiscal e insti-
tucional del país. En ese sentido, la Ley PRO-
MESA (Ley de Supervisión, Administración y 
Estabilidad Económica de Puerto Rico), apro-

bada en 2016, ha redefinido las formas de gober-
nanza pública en Puerto Rico al establecer un ni-
vel de supervisión federal sobre las finanzas gu-
bernamentales, lo que incide en la capacidad del 
Estado para priorizar e implementar políticas so-
ciales, incluyendo aquellas dirigidas a la salud 
mental y al tratamiento del consumo problemá-
tico de sustancias. 

No obstante, avanzar hacia una política so-
cial alineada con los derechos humanos no de-
pende exclusivamente de reformas legislativas. 
Existen alternativas viables dentro de la coyun-
tura actual, tales como fortalecer la fiscalización 
de los servicios, promover enfoques de reduc-
ción de daños, ampliar el acceso a tratamientos 
basados e informados en evidencia e incorporar 
mecanismos efectivos de participación de las 
personas en el diseño, implementación y evalua-
ción de las políticas públicas. 
 
 

 
Referencias 

Abadie, Roberto., McLean, Katherine., Habecker, Patrick., & Dombrowski, Kirk. (2021) 
(2021). Treatment trajectories and barriers in opioid agonist therapy for people who inject 
drugs in rural Puerto Rico. Journal of Substance Use & Addiction Treatment, 127, 108347. 
https://doi.org/10.1016/j.jsat.2021.108347 

Canino, Glorisa., Vila, Dorilyz., Santiago-Batista, Katyana., García, Pedro., Vélez-Báez, Gina., & 
Moreda-Alegría, Antonio. (2016). Need assessment study of mental health and substance use 
disorders and service utilization among adult population of Puerto Rico. Behavioral Sciences Re-
search Institute, Universidad de Puerto Rico.  

 
 

Jennifer Montalvo García|La salud mental como derecho humano: Análisis crítico del marco legal para la atención al consumo  
problemático de sustancias en el contexto de Puerto Rico 



 162 

Carroll, Kaylia., Warnock, Charles. A., Ondrusek, Ashlin., Griffith, Frances. J., Viera, Adam., 
Hopkins, Noah., Muniz-Almaguer, Carmen., Jian, Cathy., Ferrara, Carson. F., Muilen-
burg, Jessica., & Kershaw, Trace. (2025). Substance use, stigma, and coping in treatment: A 
qualitative study of participant perspectives. Drug and Alcohol Dependence Reports, 17, 
100380. 
https://doi.org/10.1016/j.dadr.2025.100380 

Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico. (2017). Código de ética  
profesional. https://cptspr.org/ 

Collado, A. (2019). Truman y Puerto Rico: El origen de un proyecto descolonizador  
fallido. Fundación Voz del Centro, Inc. 

Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico. (2024). Informe final sobre las muertes de  
personas privadas de libertad bajo la custodia del Departamento de Corrección y Rehabilitación. 
San Juan, Puerto Rico. https://cdc.pr.gov/InstitutoDeEducacion/RecursosEducati-
vos/Informes/Informe%20Final%20-muertes%20personas%20privadas%20de%20liber-
tad%20Final.pdf?csf=1&e=8TdspX 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. [Const.]. Art. 2. 25 de julio de 1952  
(Puerto Rico). 
https://bvirtualogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Derechos%20Civi-
les/CONST/CONST.pdf 

Departamento de Corrección y Rehabilitación. (2019). Perfil de la población confinada 2019.  
Oficina de Desarrollo Programático. https://dcr.pr.gov/mdocs-posts/perfil-de-la-pobla-
cion-confinada-2019/ 

Departamento de la Familia., & Coordinadora Moriviví. (2024). Resumen de Resultados: Conteo  
de Personas sin Hogar 2024. https://coalicionpr.com/servicios/actividades-de-apoyo/con-
teo-de-personas-sin-hogar/ 

Estelle v. Gamble, 429 U.S. 97 (1976). https://supreme.justia.com/cases/federal/us/429/97/ 
Evangelista Martínez, Elí., & Sebastián Zepeda, Grecia. (2024). El enfoque de derechos humanos y 

su importancia para el trabajo social. Trabajo Social UNAM, (29-30), 28–48. 
https://doi.org/10.22201/ents.20075987p.2021.29-30.86728  

Gatenio Gabel, Shirley. (2016). A rights-based approach to social policy analysis. Springer. 
Gatenio Gabel, Shirley. (2024). A human rights-based approach to justice in social work practice. Ox-

ford University Press.  

Voces desde el Trabajo Social, 14(1), 2026 

https://cptspr.org/
https://coalicionpr.com/servicios/actividades-de-apoyo/conteo-de-personas-sin-hogar/
https://coalicionpr.com/servicios/actividades-de-apoyo/conteo-de-personas-sin-hogar/


 163 

Harris, Miriam. T. H., Laks, Jordana., Stahl, Natalie., Bagley, Sarah. M., Saia, Kelly., & Wechsberg, 
Wendee. M. (2022). Gender dynamics in substance use and treatment. Medical Clinics of 
North America, 106(1), 219–234. https://doi.org/10.1016/j.mcna.2021.08.007 

Hart, Carl. (2021). Drug use for grown-ups. Penguin Books.  
Harvey, Michael., Piñones-Rivera, Carlos., & Holmes, Seth. M. (2023). Structural competency, 

Latin American social medicine, and collective health: Exploring shared lessons through 
the work of Jaime Breilh. Global Public Health, 18(1), 2220023. 
https://doi.org/10.1080/17441692.2023.2220023 

International Centre on Human Rights and Drug Policy, United Nations Human Rights,  
UNAIDS, World Health Organization & United Nations Development Programme. 
(2019). Directrices internacionales sobre derechos humanos y política de drogas. 
https://www.undp.org/es/publications/directrices-internacionales-sobre-derechos-hu-
manos-y-politica-de-drogas#modal-publication-download 

Kaltenborn, Zach., Koushik, Paul., Kirsch, Jonathan. D., Aylward, Michael., Rogers, Elizabeth. A., 
Rhodes, Michael. T., & Usher, Michael. G. (2021). Super fragmented: A nationally repre-
sentative cross-sectional study exploring the fragmentation of inpatient care among su-
per-utilizers. BMC Health Services Research, 21, 338. https://doi.org/10.1186/s12913-021-
06323-5 

Ley Núm. 67-1993. (1993). Ley de la Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción. 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico. chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglcle-
findmkaj/https://bvirtualogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrganicas/pdf/67-1993.pdf 

Ley Núm. 122-2019. (2019). Ley de Datos Abiertos del Gobierno de Puerto Rico. Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico. https://bvirtualogp.pr.gov/ogp/bvirtual/leyesreferencia/pdf/122-
2019.pdf 

Ley Núm. 235-2015. (2015). Ley del Consejo Multisectorial del Sistema de Salud de Puerto Rico. Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico. https://bvirtualogp.pr.gov/ogp/BVirtual/LeyesOrgani-
cas/pdf/235-2015.pdf 

Ley Núm. 236-2010. (2010). Ley de Rendición de Cuentas y Ejecución de Programas Gubernamentales. 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico. https://bvirtualogp.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesre-
ferencia/PDF/236-2010.pdf 

Ley Núm. 408-2000. (2000). Ley de Salud Mental de Puerto Rico. Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico. https://www.lexjuris.com/lexlex/Leyes2000/lex2000408.htm 

Jennifer Montalvo García|La salud mental como derecho humano: Análisis crítico del marco legal para la atención al consumo  
problemático de sustancias en el contexto de Puerto Rico 

https://doi.org/10.1080/17441692.2023.2220023
https://www.lexjuris.com/lexlex/Leyes2000/lex2000408.htm


 164 

Ley PROMESA. (2016). Puerto Rico Oversight, Management, and Economic Stability Act; Pub. L. No. 
114-187, 2016. Congreso de los Estados Unidos de América. 
https://www.congress.gov/114/plaws/publ187/PLAW-114publ187.pdf 

Lin, Chunquing., Cousins, Sara. J., Zhu, Yuhui., Clingan, Sarah. E., Mooney, Larissa. J., Kan, 
Emily., Wu, Fei., & Hser, Yih.-Ing. (2024). A scoping review of social determinants of 
health’s impact on substance use disorders over the life course. Journal of Substance Use 
and Addiction Treatment, 166, 209484. https://doi.org/10.1016/j.josat.2024.209484 
https://documento.uagm.edu/carolina/revistas/ambito/ambito_encuentros_15_1.pdf 

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. (2006).  
Preguntas frecuentes sobre el enfoque de derechos humanos en la cooperación para el  
desarrollo. https://www.ohchr.org/es/publications/special-issue-publications/fre-
quently-asked-questions-human-rights-based-approach 

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. (2025).  
Status of ratification interactive dashboard. https://indicators.ohchr.org/ 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. (2024). Informe mundial sobre  
las drogas 2024. Naciones Unidas. https://www.unodc.org/documents/data-and-
analysis/WDR_2024/languages/2412493S.pdf 

Organización Mundial de la Salud & Oficina de las Naciones Unidad Contra la Droga y el Delito 
(2020). Normas internacionales para el tratamiento de trastornos por consumo de drogas. 
https://www.who.int/publications/i/item/international-standards-for-the-treatment-
of-drug-use-disorders 

Organización de las Naciones Unidas. (1966). Pacto Internacional de Derechos Económicos,  
Sociales y Culturales. https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instru-
ments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights 

Poole, Nancy. (2026). Bridging the gaps for women in substance use treatment. Frontiers in Psychi-
atry, 16, 1700502. https://doi.org/10.3389/fpsyt.2025.1700502 

Rivera Díaz, Marinilda., & Arroyo-Sánchez, Leniel. (2021). Los costos sociales del carácter puni-
tivo contra las drogas: Una mirada desde los derechos humanos. Análisis, 17(1), 1–16. 
https://doi.org/10.54114/revanlisis.v17i1.17919 

Roberti, Javier., Leslie, Hannah. H., Doubova, Svetlana. V., Medina Ranilla, Jesús., Mazzoni, 
Agustina., Espinoza, Laura., Calderón, Renzo., Arsenault, Catherine., García-Elorrio, Eze-
quiel., & García, Patricia. J. (2024). Inequalities in health system coverage and quality: A 
cross-sectional survey of four Latin American countries. The Lancet Global Health, 12(1), 
e145–e155. https://doi.org/10.1016/S2214-109X(23)00488-6 

Voces desde el Trabajo Social, 14(1), 2026 

https://documento.uagm.edu/carolina/revistas/ambito/ambito_encuentros_15_1.pdf
https://www.ohchr.org/es/publications/special-issue-publications/frequently-
https://www.ohchr.org/es/publications/special-issue-publications/frequently-
https://www.unodc.org/documents/data-and-
https://www.unodc.org/documents/data-and-
https://www.who.int/publications/i/item/international-standards-for-the-treatment-of-drug-use-disorders
https://www.who.int/publications/i/item/international-standards-for-the-treatment-of-drug-use-disorders
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-
https://doi.org/10.54114/revanlisis.v17i1.17919
https://doi.org/10.1016/S2214-109X(23)00488-6


 165 

Rodó-Zárate, María. (2021). Interseccionalidad: Desigualdades, lugares y emociones. Editorial Bel-
laterra. 

Saunt, Jamie. V., M. Kelley, Kate., Hileman, Corrilynn. O., L. Hussey, David., & Avery, Anne. K. 
(2025). Addressing HIV and substance use health disparities among racial/ethnic minor-
ity individuals. Current HIV/AIDS Reports, 22(1), 29. https://doi.org/10.1007/s11904-025-
00738-z 

Tedam, Prospera. (2021). Anti-oppressive social work practice. SAGE Publications Inc. 
Torres, Marcelo. (2024). Estado, políticas sociales, participación ciudadana: Un triángulo virtuoso 

en el trabajo social. En Marcelo Torres (Ed.), Escenarios emergentes en el trabajo social latinoa-
mericano: Dilemas y nuevos desafíos (pp. 312–379). Editorial Brujas.  

Upegui-Hernández, Deborah., & Torruella, Rafael. A. (2015). Humillación y abusos en centros de 
“tratamiento” para uso de drogas en Puerto Rico. Intercambios Puerto Rico. 
https://www.pensamientopenal.com.ar/doctrina/43891-humillacion-y-abusos-centros-
tratamiento-uso-drogas-puerto-rico 

Urbalejo Medina, Cynthya. (2018). Rendición de cuentas como herramienta para prevenir la  
corrupción. Trascender, Contabilidad y Gestión, 9, 19–30. 
https://doi.org/10.36791/tcg.v0i9.34 

U.S. Department of Health and Human Services. (2023). 42 CFR Part 8: Medication-assisted  
treatment for opioid use disorders. https://www.ecfr.gov/current/title-42/chapter-I/sub-
chapter-A/part-8 

Zhang, Chen., Tang, Yao., Kniffen, Wonkyung., & Liu, Yu. (2025). Exploring social and structural 
determinants of substance use among sexual and gender minority adults in the United 
States. Journal of the International Association of Providers of AIDS Care (JIAPAC), 24, 
23259582251409855. https://doi.org/10.1177/23259582251409855 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Jennifer Montalvo García|La salud mental como derecho humano: Análisis crítico del marco legal para la atención al consumo  
problemático de sustancias en el contexto de Puerto Rico 


